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Introducción
Realizar un análisis comparativo sobre un ejercicio de 

derecho implica no solo verificar las fuentes, sino intuir 
su aplicabilidad en cada país seleccionado. Por ello, este 
trabajo inició con la elección del debido proceso en la vía 
administrativa como tema objetivo, con el fin de verificar 
aquellas semejanzas y diferencias que podrían encontrar-
se en países como Chile, Uruguay y, por supuesto, Colom-
bia. Estos tres países comparten en muchos ámbitos la 
historia del origen de sus normas y la concepción misma 

Resumen

El presente artículo contiene un análisis comparativo sobre 
el derecho al debido proceso en la vía administrativa entre 
Colombia, Chile y Uruguay. Pensar de manera comparada 
un proceso complejo como el “debido proceso”, en la vía 
administrativa, implica pensar que este derecho es un 
mecanismo que nació para otorgar seguridad jurídica al 
administrado y, que dicho derecho, surgió como parte de 
una movilización social y política que se consolidó con la 
idea del Estado Social de Derecho. Por tanto, se realiza una 
descripción del debido proceso en la vía administrativa a 
través de la leyes, jurisprudencia, doctrina y concepciones 
constitucionales de cada país, a fin de entender cómo se 
desarrolla el debido proceso en cada país, poder establecer 
semejanzas y diferencias y, con ello, aportar a la discusión 
académica sobre esta garantía para el ciudadano.

Palabras clave: 
Análisis comparativo del derecho, debido proceso Colombia, 
debido proceso Chile, debido proceso latinoamericano, 
debido proceso Uruguay.
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de sus derechos. Latinoamérica ha sido testigo de la evolución 
y consolidación de la democracia, pero esta no ha sido ajena a 
las condiciones sociales y psicológicas que se heredaron de las 
dictaduras, de las guerras y de la violencia misma.

De allí que el lector, encontrará que, en Uruguay, por ejem-
plo, la consolidación del derecho al debido proceso ha sido más 
lenta. Seguramente esto deviene de una noción más represiva 
del Estado y de las largas luchas por superar los vestigios de la 
dictadura y las fricciones que esto genera.

Para el desarrollo del trabajo se revisó la Constitución de 
cada uno de los países, anteriormente señalados, se rastreó el 
desarrollo del debido proceso en la en la normatividad, así como 
los pronunciamientos de las altas cortes y se leyeron doctrinan-
tes de cada país que hubieran reflexionado o realizado aportes 
importantes al respecto.

Se hizo uso de la metodología del derecho comparado y se 
sistematizó, mediante un cuadro comparativo, la información 
encontrada en Colombia, Chile y Uruguay, a fin de tener una 
perspectiva sobre las semejanzas y diferencias.

De esta reflexión, se consiguió realizar una descripción y aná-
lisis comparativo de lo que ha sido el derecho al debido proce-
so en la vía administrativa en tres países latinoamericanos, y se 
propició una discusión respecto a la construcción académica de 
estudios cada vez más conscientes de la historia, la comparación 
y las miradas amplias sobre una misma figura jurídica.

Planteamiento del problema
Una de las dificultades más dominantes en los ámbitos acadé-

micos es poder desplegar una mirada amplia sobre un tema espe-
cífico. Una de las razones de dicha problemática tiene que ver con 
que, a los estudiantes, les es indiferente entender que el origen de 
las normas no es solo el proceso legislativo de cada país, sino que 
las razones de fondo para expedir, decretar, legislar sobre un 
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tema o asunto, tiene a su vez que ver con fenómenos 
sociales, políticos e históricos que han definido el trans-
currir jurídico de un país en un determinado momento.

Así, las constituciones políticas, la noción de Estado 
social de derecho, el concepto mismo de derecho y las 
prerrogativas en materia de derechos humanos tienen 
que ser analizados desde una perspectiva histórica y 
comparativa a fin de superar esa mirada selectiva que se 
tiene de las normas y de la función de las mismas.

Uno de los campos en los que más se ha avanzado, sin 
que esto implique que se tienen sistemas jurídicos ma-
duros en Latinoamérica, es en el desarrollo de nociones 
cada vez más conscientes de los derechos de los ciuda-
danos y de la relación cada vez más participativa de estos 
hacia la administración.

Por ello es importante, para superar esta mirada obtu-
sa y egoísta que se tiene de los ordenamientos jurídicos 
de cada país, dar una mirada comparativa sobre uno de 
los derechos más importantes de los sistemas políticos 
democráticos de Chile, Uruguay y Colombia: el debido 
proceso en la vía administrativa.

Lo anterior, con el fin de entender, desde el derecho 
comparado, cuáles son las diferencias y semejanzas en la 
concepción del debido proceso como un derecho consti-
tucional y cómo este ha sido concebido desde sus consti-
tuciones políticas y aplicado en la vía administrativa. Esto 
permitirá reflexionar de manera amplia, pero más pro-
funda, si lo que actualmente se aplica en Colombia es el 
ideal jurídico para los ciudadanos administrados.

Recordemos que, para el sistema jurídico colombia-
no, uno de los mecanismos en materia de protección de 
derechos más importantes es el debido proceso. Este se 
aplica de manera diferente en el ámbito judicial y en el 
ámbito administrativo; sin embargo, su tutela está orien-
tada a garantizar la seguridad jurídica de las personas.
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Cuando revisamos las fuentes históricas, se encuen-
tra que el derecho latinoamericano se ha alimentado de 
fuentes europeas como el derecho romano, de fuentes 
francesas que dieron origen al derecho administrativo y, 
posteriormente, se ha visto permeado por condiciones 
provenientes de España, Alemania y Norteamérica, dan-
do vida a un sistema que tiene diferentes influencias y 
que ha sufrido cambios sustanciales propios de un con-
tinente que debió ajustar su ordenamiento a condicio-
nes sociales en que se debatían y se debaten diversos 
conflictos. Dice José Ramón Cossio (2000) que la ciencia 
jurídica latinoamericana del siglo xx siguió siendo permea-
da y moldeada por referentes históricos de otros países, 
que por supuesto llevaban gran ventaja en el desarrollo 
de su propio ordenamiento normativo. “Por este motivo, 
las constituciones latinoamericanas sufrieron cambios 
importantes que, en un primer momento, les llevaron a 
adicionar sus antecedentes norteamericanos y franceses, 
otros provenientes de las constituciones mexicanas de 
1917, alemana de 1919 y española 1931” (Cossio, 2000, 
p. 25).

De allí que, pensar históricamente un proceso comple-
jo como el “debido proceso” en la vía administrativa implica 
pensarlo también como un mecanismo que nació para otor-
gar seguridad jurídica al administrado y, que dicha discusión 
surgió como parte de una movilización social y política que 
se consolidó con la idea del Estado Social de Derecho. Un 
Estado que hizo partícipe a sus ciudadanos de la construc-
ción y regulación del mismo.

Por tanto, el origen del derecho al debido proceso, en 
abstracto responde a un momento o momentos históri-
cos y sociales que consolidaron la idea de un Estado Social 
de Derecho que debía, entre todos sus fines y principios, 
conceder una especial protección procesal al ciudadano 
a fin de ofrecerle unas garantías jurídicas mínimas y, tam-

el origen del derecho 
al debido proceso, en 
abstracto responde a un 
momento o momentos 
históricos y sociales que 
consolidaron la idea 
de un Estado Social de 
Derecho.
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bién, imponerle a la administración el cumplimiento de 
unas condiciones para el ejercicio de sus funciones.

Pregunta problema
¿Cuáles son aquellas semejanzas y diferencias del de-

recho al debido proceso para los ciudadanos, en la vía 
administrativa, en países como Uruguay, Chile y Colombia 
y cómo esto aporta en la discusión académica sobre el 
derecho administrativo?

Objetivo general
Determinar las semejanzas y diferencias del derecho 

al debido proceso para los ciudadanos, en la vía adminis-
trativa, en Uruguay, Chile y Colombia.

Objetivos específicos

	» Identificar los fundamentos constitucionales y legales 
vigentes existentes sobre el debido proceso en Chile, 
Uruguay y Colombia.

	» Establecer aquellas semejanzas y diferencias a través 
de una matriz comparativa de las nociones elabora-
das sobre el debido proceso en la vía administrativa 
en Chile, Uruguay y Colombia.

	» Analizar los hallazgos jurídicos a fin de entender el de-
recho al debido proceso en la vía administrativa en los 
tres países.
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Justificación
Cuando se revisa la historia del nacimiento del derecho 

administrativo y con ella se reflexiona sobre el quehacer 
de la administración pública, se reconoce que, por su ca-
rácter privilegiado, la administración siempre ha gozado de 
prerrogativas que, en muchos casos, devienen en condi-
ciones de ventaja sobre los particulares.

De allí que, asegurar la presencia de unas series pro-
cedimentales constituidas, en los que se ha de respetar 
un marco normativo mínimo, sea una necesidad inelu-
dible para garantizar que los ciudadanos o particulares 
tengan unas reglas claras de comunicación con quien los 
administra, y para que estas reglas procedimentales ga-
ranticen que dichas actuaciones respondan de manera 
objetiva a fines del estado y no ha condiciones de abuso 
o desconocimiento.

En palabras del autor Martín Agudelo Ramírez (2005), 
“el debido proceso es un derecho fundamental comple-
jo de carácter instrumental, continente de numerosas 
garantías de las personas, y constituido en la mayor ex-
presión del derecho procesal” (p. 90). Este busca que las 
personas tengan una tutela clara de sus derechos y es 
aplicable a todos los procesos jurisdiccionales.

Dicho lo anterior, se hace importante reflexionar so-
bre el debido proceso como garantía procesal y su deve-
nir jurisprudencial en Uruguay, Chile y Colombia para es-
tablecer como se ha concebido en diferentes contextos y 
determinar de qué manera este se ha constituido como 
un derecho. Asimismo, revisar la normatividad, jurispru-
dencia y doctrina nos permitirá, como estudiantes, tener 
una mirada amplia sobre las nociones del derecho admi-
nistrativo y su conformación en Latinoamérica.

La investigación en el campo universitario debe pro-
poner espacios participativos y formular propuestas que 

“El debido proceso 
es un derecho funda-
mental complejo de 
carácter instrumental, 
continente de nume-
rosas garantías de las 
personas [...]”
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nutran el debate sobre las garantías procesales, especial-
mente, sobre la garantía del debido proceso y con ello, 
como dice Olano García (2016), evaluar cuáles han sido 
las razones que justifican que la administración pública 
conozca de un poder tan especial que la distingue y di-
ferencia de todos los demás poderes públicos y de los 
particulares.

De esta reflexión, el estudiante podrá no sólo hacer 
una descripción y análisis comparativo de lo que ha sido 
el derecho al debido proceso en la vía administrativa en 
tres países latinoamericanos, sino que estará en capaci-
dad de aportar a la construcción académica de estudios 
cada vez más conscientes de la importancia de la historia, 
la comparación y las miradas amplias sobre una misma 
figura jurídica.

Marco metodológico
Para el desarrollo de este trabajo se aplicó el dere-

cho comparado. Este consiste en “asumir un punto de 
vista que impone una ampliación de la dimensión espa-
cio-temporal y evidencia así una multiplicidad de aspec-
tos problemáticos que, de otra manera, serían escasa-
mente visibles, ocultados por la dimensión provinciana 
de la investigación” (Somma, 2015, p. 150).

La finalidad de usar el método comparativo o ciencia 
del derecho comparada radica en la necesidad de orga-
nizar sistemáticamente el conocimiento en el ámbito de 
estudio que le compete (Pegoraro y Figueroa, 2016). Esto 
significa organizar, de tal forma, lo encontrado sobre el 
debido proceso en Colombia, Uruguay y Chile, que el in-
vestigador y el lector sean capaces de identificar a ciencia 
cierta qué semejanzas y diferencias son palpables y cómo 
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estas pueden dar una idea general de lo que es el debido 
proceso en la vía administrativa en estos tres países.

Lo anterior implica, además, que el método usado 
para este análisis es una estrategia de investigación que 
consiste en organizar unos datos sobre el debido proce-
so en la vía administrativa, en un lugar y tiempo deter-
minado, a fin de compararlo con el mismo tema en otro 
espacio, lugar y tiempo determinado, y llevar estos datos 
organizados sistemáticamente a una mirada general del 
investigador. Lo que involucra revisar la jurisprudencia, 
normatividad y doctrina que versa sobre el tema reco-
giendo dos sentencias recientes de cada país, dos textos 
normativos y dos teóricos, con el fin de construir una no-
ción comparativa de los datos.

El método constituyó de tres momentos importantes: 
1) revisión de los fundamentos jurisprudenciales, norma-
tivos y de la doctrina; 2) construcción de la matriz com-
parativa, usando lo encontrado en el momento uno; y 3) 
análisis de los datos recogidos de la matriz a fin examinar 
y reflexionar sobre la manifestación jurídica de cada país, 
coincidencias, escisiones y condiciones excluyentes. Esto 
permitió no solo una toma de postura frente al derecho 
al debido proceso en la vía administrativa, sino que dio 
una idea de lo que debería ser dicho derecho como ideal 
jurídico y político.

La revisión de los fundamentos jurisprudenciales defi-
nió una primera ruta inicial que consistió en revisar la Cons-
titución Política de cada país y cómo, el órgano de cierre 
encargado de su salvaguarda, ha desarrollado a través de 
jurisprudencia el debido proceso en la vía administrativa.

Lo que involucra revisar 
la jurisprudencia, nor-
matividad y doctrina que 
versa sobre el tema re-
cogiendo dos sentencias 
recientes de cada país, 
dos textos normativos y 
dos teóricos, 
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Marco teórico
Para el caso de Colombia la Constitución Política ha contemplado el 

“debido proceso” en el artículo 29 así:

El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexis-

tentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con ob-

servancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia 

penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 

de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume 

inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien 

sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 

escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a 

un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar prue-

bas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sen-

tencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso. (1991, art. 29) 

La Constitución Política de Colombia, en el artículo 6, establece que los 
servidores públicos son responsables ante las autoridades por infringir 
la constitución y las leyes y además por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones. Lo anterior guardando concordancia con otra 
norma superior que establece que los servidores solo podrán ejecutar las 
funciones que se determine por la constitución y la Ley (art. 121). Igual-
mente, estos preceptos constitucionales se encuentran reglamentados 
por el numeral 1º, del artículo 3º, de la Ley 1437 de 2011, en donde se es-
tablece que, el debido proceso es un principio fundamental de la función 
administrativa (Congreso de la República de Colombia, 2011).

Este principio, a su vez, ha tenido un desarrollo jurisprudencial a 
través de la Corte Constitucional quien, para el tema de estudio, ha 
discurrido a través de las sentencias C-980 de 2010, C-034 de 2014 y 
T-051 de 2016. En estas sentencias, la Corte Constitucional ha definido 
conceptualmente que se entiende por el debido proceso en la vía admi-
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nistrativa y, además, ha podido resolver casos específicos en sentencia 
de tutela en los que se pueden encontrar aspectos propios como la 
notificación, regulación y aplicación del mismo.

Dichas sentencias se vuelven importantes porque ubican la discu-
sión sobre un plano deontológico que fundamenta la aplicación de la 
reglamentación.

Para la Corte Constitucional colombiana el debido proceso en la vía 
administrativa se entiende como:

 (i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la adminis-

tración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por 

parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o in-

directa entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera 

constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía 

se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, 

(ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la 

seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”. (Corte Constitu-

cional de Colombia, 2010)

En cuanto a las garantías que devienen de la aplicación de dicho 
derecho procesal estas son:

(i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de 

conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones in-

justificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 

inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autori-

dad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas 

en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, 

(vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, 

aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a pro-

mover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proce-

so. (Corte Constitucional de Colombia, 2010)

Asimismo, la Corte Constitucional colombiana ha manifestado que el 
debido proceso comprende:

a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre 

e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a ob-

tener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades 

de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo. b) El 
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derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la 

capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado pro-

ceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución 

y la ley. c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos 

los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión 

favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los 

medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a 

la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la 

ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás 

personas que intervienen en el proceso. d) El derecho a un proceso pú-

blico, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el 

proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o 

inexplicables. e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene 

efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales con-

fía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones se-

paradas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. f) El derecho a 

la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 

deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los im-

perativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, 

presiones o influencias ilícitas. (Corte Constitucional de Colombia, 2016)

Por otra parte, la Corte Constitucional colombiana lleva el concepto a 
un nivel más amplio y complejo al enfatizar en que este derecho está ínti-
mamente relacionado con lo que se conoce como Estado Social de Dere-
cho, con la limitación del poder y el ejercicio ciudadano de participación.

El debido proceso es un derecho fundamental. Posee una estructura 

compleja, en tanto se compone por un plexo de garantías que deben 

ser observadas en todo procedimiento administrativo o judicial, escena-

rios en los que operan como mecanismo de protección a la autonomía 

y libertad del ciudadano y límites al ejercicio del poder público. Por ese 

motivo, el debido proceso es también un principio inherente al Estado 

de Derecho, cuyas características esenciales son el ejercicio de funciones 

bajo parámetros normativos previamente establecidos y la erradicación 

de la arbitrariedad. (Corte Constitucional de Colombia, 2014)

Como se puede observar en la descripción anterior parece que, el 
debido proceso en la vía administrativa cuenta con una amplia funda-
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mentación constitucional y buen desarrollo normativo. Todo desde la 
ley podría funcionar si no fuera porque en la aplicación aparecen con-
flictos propios del sistema jurídico y del acaecer social de un país. Por 
ello es importante, para este estudio, poder revisar aquella fundamen-
tación doctrinal y reflexión teórica que han hecho algunos expertos so-
bre el tema y con ello poder participar de su sana crítica.

Para Bernardo Carvajal Sánchez (2010), por ejemplo, el debido pro-
ceso contiene una diversidad de procedimientos que atienden cada 
función de la administración pública. Esta diversificación de funciones 
y de trámites puede, en palabras del autor hacer, “estallar el debido 
proceso en múltiples fragmentos”:

Sin que sea necesario exponer exhaustivamente el catálogo de procedi-

mientos especiales yuxtapuestos al procedimiento genérico del Código 

Contencioso Administrativo, pareciera que, a cada función, por no decir, a 

cada entidad, autoridad y órgano de la administración pública colombiana 

correspondería un tipo de procedimiento administrativo. Intuitivamente 

podría pensarse que, entre más procedimientos, habría un mayor riesgo 

de hacer “estallar” el debido proceso en múltiples fragmentos. (2010, p. 10) 

Al respecto, Agudelo Ramírez dice que:

Los diversos procesos jurisdiccionales y procedimientos afines, dirigidos 

a proteger o asegurar efectividad de los derechos sustantivos, deben ser 

espacios claros para el ejercicio de una racionalidad deliberativa, y no 

meramente instrumental, en aras de conciliar derecho y justicia. (2004, 

p. 100)

El riesgo es pensar que el procedimiento pueda estar por encima de 
la salvaguarda del derecho, lo que pone de manifiesto una reflexión so-
bre el derecho material y el derecho sustancial, que puede ser discusión 
de otro estudio.

Para el caso de Chile, se encontró que el debido proceso es conce-
bido por la Constitución Política como: “Toda sentencia de un órgano 
que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente 
tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías 
de un procedimiento y una investigación racionales y justos” (1980, art. 
19, No. 3, inciso 5).
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De allí se desprende una descripción general de debido proceso para 
Chile, en el que se revisaron las normas más importantes, lo que además 
permitió de entrada entender que las nociones no están expresamente 
consagradas como compendio, sino que merecen un entendimiento ho-
lístico a través de diferentes normas emanadas.

Es por ello que, se revisaron las leyes: No. 18575, sobre bases ge-
nerales de la administración del Estado (Ministerio del Interior de Chile, 
2001); la ley No. 18834, estatuto administrativo (Ministerio de Hacienda 
de Chile, 2004); ley No. 19880, establece las bases de los procedimien-
tos administrativos y la jurisprudencia emanada (Ministerio Secretaria 
General de la Presidencia, 2008). También se tuvo en cuenta un texto 
muy descriptivo sobre el derecho administrativo en Chile, escrito por 
José Esteban Albornoz Gabilán (2011), quien hace un recorrido históri-
co, normativo y doctrinal que permite entender mejor como el debido 
proceso se ha ido estructurando en su país.

De lo anterior, se puede rescatar las siguientes premisas. Para el 
Estado Chileno el concepto de debido proceso está íntimamente ligado 
a las visiones que se tenga del proceso en un Estado democrático y la 
importancia que este Estado le dé a la garantía de la protección del 
ciudadano frente a quien lo administra. “En este sentido y jurídicamente 
hablando, el proceso debe entenderse como el instrumento a través 
del cual el Estado dota a sus ciudadanos para que estos resuelvan sus 
conflictos de relevancia jurídica” (Albornoz Gabilán, 2011, p. 18).

Por lo que las garantías del debido proceso en la normatividad chile-
na protegen una comunicación oportuna de su condición de inculpado, 
a que se le proporcione toda la información debida, derecho a ser oído 
en sus declaraciones y obligaciones, que se le dé conocimiento personal 
de los cargos, a acceder sin restricciones al proceso, ofrecer y producir 
pruebas, tener representación, impugnar ante órganos de jerarquía su-
perior el acto administrativo que lo afecta.

Dicho derecho está asegurado por la Constitución Política de la Repúbli-

ca, que toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundar-

se en un proceso previo legalmente tramitado, y es así como la misma 

Carta Fundamental, en el inciso sexto del numeral 3° de su artículo 19 
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confiere al legislador la misión de establecer siempre las garantías de un 

procedimiento racional y justo. En cuanto a los aspectos que comprende 

el derecho del debido proceso, no hay discrepancias en que, a lo menos 

lo conforman, el derecho de ser oído, de presentar pruebas para demos-

trar las pretensiones de las partes, el que la decisión sea razonada y la 

posibilidad de recurrir en su contra siempre que se estime agraviante. 

(Corte Suprema de Chile, 2012a)

En la jurisprudencia chilena, por ejemplo, aparecen reflexiones donde 
se identifica que existen procedimientos claros y bases administrativas 
que regulan la relación Estado vs administrados, y la relación funcionarios 
vs Estado. Ambas relaciones tienen reglas claras de comunicación y pro-
ducen efectos jurídicos.

La legislación chilena distingue entre las fases administrativas y juris-

diccionales de los procedimientos contencioso administrativos. Por su 

parte, en relación con la primera etapa, la Ley 19.880 “establece y regula 

las bases del procedimiento administrativo de los actos de la Administra-

ción del Estado” (art. 1°). Regula igualmente en su Capítulo I lo relativo 

a las disposiciones generales, debiendo, en lo pertinente, atender a lo 

dispuesto en el artículo 8° que se reconoce el principio conclusivo, con-

forme al cual todo procedimiento administrativo está destinado a que la 

Administración dicte un acto decisorio que se pronuncie sobre la cues-

tión de fondo y en el cual exprese su voluntad. (Corte Suprema de Chile, 

2012b)

Según Albornoz Gabilán (2011), la jurisprudencia ha sostenido que

[…] la igualdad ante la ley significa que toda persona que habite en el 

territorio nacional está sujeta, en identidad de condiciones, a unas mis-

mas normas jurídicas, para disfrutar de unos mismos derechos y acatar 

idénticas obligaciones, pero la consagración de esta igualdad jurídica y 

legal. (pp. 17-18)

Por último, para el caso de Uruguay, se encontró que también es 
una garantía constitucional; sin embargo, ella está explícitamente ligada 
al funcionario que trabaja bajo la tutela del Estado, haciendo referencia 
a la jurisdicción.

A los Magistrados y a todo el personal de empleados pertenecientes a los 

despachos y oficinas internas de la Suprema Corte, Tribunales y Juzgados, 
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les está prohibido, bajo pena de inmediata destitución, dirigir, defender 

o tramitar asuntos judiciales, o intervenir, fuera de su obligación funcio-

nal, de cualquier modo, en ellos, aunque sean de jurisdicción voluntaria. 

La transgresión será declarada de oficio en cuanto se manifieste. Cesa 

la prohibición, únicamente cuando se trate de asuntos personales del 

funcionario o de su cónyuge, hijos y ascendientes. En lo que se refiere 

al personal de los despachos y oficinas se estará, además, a las excep-

ciones que la ley establezca. (Constitución de la República Oriental del 

Uruguay, 1967, art. 252)

Por tanto, el debido proceso está consagrado en la Constitución, no 
como un solo concepto, sino como un compendio de acciones de pro-
tección al ciudadano al que se le entiende igual ante la ley. Así se pue-
den leer los artículos 8, 10, 11 a 13, 15, 23, 26, 28, 72, 332.

Por otra parte, se puede deducir de la revisión normativa que la ley 
15982 o Código General del Proceso, actualizado en el 2014, es quien 
tiene a su bien la reglas que rigen el derecho procesal. Así lo estipula el 
artículo 11, numeral 11.1 de la ley mencionada, sobre derecho al proce-
so y a la tutela jurisdiccional efectiva:

Cualquier persona tiene derecho a acudir ante los tribunales, a plantear 

un problema jurídico concreto u oponerse a la solución reclamada y a ejer-

cer todos los actos procesales concernientes a la defensa de una u otra 

posición procesal y el Tribunal requerido tiene el deber de proveer sobre 

sus peticiones. (Congreso de la República Oriental del Uruguay, 1988)

Ley 19121, sobre el Estatuto del Funcionario Público de la Adminis-
tración Central, actualizado en 2013, estipula todas las actuaciones de 
los funcionarios frente al Estado y, además incluye, el régimen de inha-
bilidades e incompatibilidades, así como el régimen disciplinario y la de-
finición de recursos a los que puede acceder el funcionario (Congreso 
de la República Oriental de Uruguay, 2013).

Por último, el decreto ley 19549/72 Ley nacional de procedimien-
tos administrativos cuyo objeto la define como “las normas del proce-
dimiento que se aplicarán ante la administración pública nacional cen-
tralizada y descentralizada, inclusive entes autárquicos con excepción 
de los organismos militares y de defensa y seguridad” y cuyas garantías 
versan en los siguientes principios:
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Debido proceso adjetivo: derecho de los interesados al debido proceso 

adjetivo, que comprende la posibilidad; Derecho a ser oído: de exponer 

las razones de sus pretensiones y defensas antes de la emisión de actos 

que se refieran a sus derechos subjetivos o intereses legítimos, inter-

poner recursos y hacerse patrocinar y representar profesionalmente. 

Cuando una norma expresa permita que la representación en sede ad-

ministrativa se ejerza por quienes no sean profesionales del derecho, el 

patrocinio letrado será obligatorio en los casos en que planteen o de-

batan cuestiones jurídicas. Derecho a ofrecer y producir pruebas: de of-

recer prueba y que ella se produzca, si fuere pertinente, dentro del plazo 

que la administración fije en cada caso, atendiendo a la complejidad del 

asunto y a la índole de la que deba producirse, debiendo la adminis-

tración requerir y producir los informes y dictámenes necesarios para 

el esclarecimiento de los hechos y de la verdad jurídica objetiva; todo 

con el contralor de los interesados y sus profesionales quienes podrán 

presentar alegatos y descargos una vez concluido el período probatorio. 

Derecho a una decisión fundada: que el acto decisorio haga expresa con-

sideración de los principales argumentos y de las cuestiones propues-

tas, en tanto fueren conducentes a la solución del caso. (Congreso de la 

República Oriental del Uruguay, 1972)

TABLA 1. 
COMPARATIVO ENTRE COLOMBIA, CHILE Y URUGUAY.

País Colombia Chile Uruguay

Derecho 
constitucional

Constitución de 1991,
art. 29, art. 6.

Constitución de 
1980, art. 19, No. 
3, inciso 5.

Constitución de 1967, 
art. 252.

Normatividad 
que desarrolla 
el derecho

Numeral 1º del 
artículo 3º de la Ley 
1437 de 2011.

Ley 18575. Bases 
generales de la 
administración del 
Estado.
Ley 18834. Estatu-
to administrativo.
Ley 19880. Bases 
de los procedi-
mientos adminis-
trativos.

Ley 15982. Código 
General del Proceso, 
artículo 11, numeral 
11.1.
Ley 19121. Estatuto 
del funcionario público 
de la administración 
central.
Ley 19549. Ley Nacional 
de procedimientos 
administrativos.

(Continúa)
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País Colombia Chile Uruguay

Jurisprudencia

Corte Constitucional: 
Sentencias C-980 de 
2010.
Sentencia T-051 de 
2016.
Sentencia C-034 de
2014.

Corte Suprema de 
Chile:
Rol N° 6.940-
2012.
Rol N° 6747-2012.

No se encuentra 
desarrollado como 
derecho autónomo sino 
como conexo a otros 
derechos.

Doctrina

Martín Agudelo 
Ramírez (2004).
Bernardo Carvajal 
Sánchez (2010).

José Esteban 
Albornoz (2011).

No se encontraron 
referencias o 
documentos de 
doctrinantes que 
desarrollaran el debido 
proceso.

Fuente: elaboración propia.

Como se puede observar en el cuadro comparativo, 
el debido proceso es un derecho que en los tres países 
tiene una naturaleza constitucional. Para Chile, Uruguay y 
Colombia, el ciudadano tiene una herramienta de defensa 
que salvaguarda la Constitución.

Sin embargo, la Constitución de Uruguay no hace una 
referencia explícita del debido proceso como derecho 
autónomo que da garantías al ciudadano, sino que lo 
revela como un conjunto de derechos en el que está el 
derecho a ser oído o el derecho a la protección legal y 
que se referencia en sus artículos 8, 10, 11 a 13, 15, 23, 
26, 28, 72, 332.

Lo anterior permite develar que, para Chile y Colom-
bia el debido proceso en la vía administrativa tiene una 
concepción constitucional que luego se desarrollará en 
sus leyes o decretos ley; mientras que, para Uruguay, el 
debido proceso hace más referencia a unas formas co-
munes al proceso o legislación procesal, sin hacer distin-
ción entre las diferentes ramas o ámbitos del derecho.
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Si se revisa la manera en que el derecho al debido pro-
ceso en la vía administrativa cobra su desarrollo norma-
tivo, se permite corroborar que tanto en Colombia, Chile 
y Uruguay hay leyes que regulan los procedimientos ad-
ministrativos y de lo Contencioso Administrativo, y que, 
en Chile y Uruguay, más que en Colombia, hay una fuerte 
tendencia a regular más lo que se refiere a los funciona-
rios como empleados del Estado.

En Colombia hay una conciencia clara de que la rela-
ción entre Estado y administrado no solo se circunscribe 
a quienes trabajan para la administración, sino que es co-
rrelativa a todos los ciudadanos.

Asimismo, que el Estado tiene el deber de responder 
oportunamente ante todas las peticiones de sus adminis-
trados y que el servicio está orientado a cumplir con los 
fines del Estado.

Para los tres países motivo de comparación, el debido 
proceso en la vía administrativa tiene una estrecha rela-
ción con el derecho a ser oído y el derecho a la defensa, 
lo que se expresa claramente en la normatividad y que 
además guarda relación con sus Códigos Generales del 
Proceso. Lo anterior implica que, dichos países, tienen 
una fuerte tendencia a pensar el debido proceso como 
un derecho vinculado a procesos en los que el ciudadano 
tiene un vínculo procesal y este requiere de unas garan-
tías mínimas para ejercer la defensa.

Al revisar la jurisprudencia, se encontró que Colombia 
es el país que mejor tiene dispuesto al público las sen-
tencias emanadas por sus altas Cortes y que, además, 
compila mayor número de sentencias en donde la Corte 
Constitucional ha desplegado sus consideraciones sobre 
el debido proceso en la vía administrativa.

La Corte Suprema de Chile, en su jurisprudencia, 
ahonda más en la resolución del problema jurídico en 
particular, que en retomar discusiones teóricas sobre lo 

El Estado tiene el 
deber de responder 
oportunamente ante 
todas las peticiones de 
sus administrados
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que es el debido proceso en la vía administrativa o lo que 
debería ser. La Corte Suprema de Justicia de Chile, tra-
ta de citar sus normatividades y darle una interpretación 
positiva.

Para el caso de Uruguay, la jurisprudencia respecto al 
tema fue más difícil de encontrar. Esta se encuentra orga-
nizada por temas; sin embargo, a la hora de indagar por 
el debido proceso en la vía administrativa, se evidenció 
que la Corte Suprema, no ha ahondado en el tema de 
manera conceptual, sino que, ha dedicado sus fallos a la 
aplicación taxativa de las normas.

Igualmente, los doctrinantes colombianos y chilenos 
son más propensos a reflexionar sobre casos o supues-
tos jurídicos y cómo estos se desarrollan en sus corres-
pondientes legislaciones. De allí que, se pueda encontrar 
que para ambos países el debido proceso es un derecho 
fundamental que ha cobrado importancia en la medida 
en que es la debida comunicación del Estado con sus ad-
ministrados.

Uruguay en cambio, no cuenta con doctrinantes o 
académicos que se hayan ocupado de la cuestión.

Conclusiones
Se evidencia un amplio desarrollo jurisprudencial en 

materia de derechos en Colombia. Se resalta la organiza-
ción y sistematización de los pronunciamientos de la Corte 
Constitucional, lo que permite realizar un mejor rastreo 
conceptual del debido proceso en la vía administrativa.

Cuando se comparan los pronunciamientos de las 
Cortes en los tres países, quedan las siguientes dudas: ¿la 
Corte Constitucional en Colombia amplía sus pronuncia-
mientos e intenta decir, argumentar y hacer hermenéu-
tica de las leyes para dar mayor claridad, lo que puede 
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pensarse como una extralimitación, por qué en muchos casos 
cambia el sentido de las mismas?

¿Es posible que, en Chile y Uruguay y sus respectivas Cor-
te Supremas, les falta una mayor profundidad en sus pronun-
ciamientos para dar sentido a los fallos y en sí a encontrar el 
sentido de la ley para que esta guarde relación con el espíritu 
de la constitución? ¿O en cambio desarrollan una interpretación 
positiva a fin de dar mayor poder a la ley?

Dichas dudas no son susceptibles de resolver en un trabajo 
comparativo como este, pero da pie para que en futuras opor-
tunidades se pueda ampliar la discusión y definir, a través de 
un derecho, ya sea el debido proceso u otro, cómo se abordan 
estos temas desde el ámbito constitucional y cómo se piensan 
desde cada país.

Vale la pena también, después de una revisión comparativa, 
ahondar en las razones por las cuales Uruguay es el país con 
menos desarrollo jurisprudencial y doctrinal respecto al derecho 
al debido proceso en la vía administrativa. Para tal, es preciso 
pensar los países desde su historia y con ello desde los conflic-
tos sociales, esto permitirá pensar que estos tienen una fuerte 
vinculación, sino la más importante en el desarrollo legislativo. 
Uruguay tuvo un lento retorno a la democracia a partir de 1980. 
Lo que puede dar luces sobre su lento desarrollo legislativo 
en materia de derechos y en cómo se concibe la relación Esta-
do-Ciudadanía.

Todos los países democráticos consideran de vital importan-
cia garantizar a los ciudadanos un proceso justo y con recursos 
procesales que les permita la controversia, la defensa y la opor-
tunidad de ser escuchado.

Asimismo, esto demuestra que el Estado ha empezado a 
pensarse como una construcción social que requiere de sus 
administrados para cumplir de manera efectiva sus fines y ob-
jetivos, y para ello debe crear procedimientos que le permitan 
una comunicación con los ciudadanos. Ya sea porque estos le 
requieren o porque el Estado debe trazarse unos límites.
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